RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN – Objetivos y alcance / CAUSAL TERCERA DE REVISIÓN – Aparecer después de dictada la sentencia a favor de una persona, otra con mayor derecho para reclamar / CAUSAL TERCERA DE REVISIÓN – Antecedente jurisprudencial 

[R]esulta evidente que la jurisprudencia de esta Corporación ha sido clara en señalar los requisitos indispensables para la procedencia de la causal tercera de revisión, prevista en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984. En efecto, son dos los supuestos que se deben verificar al momento de estudiar la referida causal: i) haberse proferido una sentencia que reconoce un derecho subjetivo a favor de determinada persona y ii) que, con posterioridad a ello, aparezca otra persona que sin haber participado en el proceso originario, cuente con un mejor derecho para reclamar.     En este punto, estima la Sala pertinente precisar que la claridad en el contenido de la causal en cita no da lugar a equívocos en lo que corresponde a su aplicación, sin embargo, no sobra advertir que cuando el legislador se refiere al hecho sobreviviente de que “aparezca otra persona con mejor derecho para reclamar” sin duda también alude a quienes ostenta igual derecho frente a quien le fue reconocido en un primer momento.     En tal sentido, como quedó visto en precedencia, esta Corporación refiriéndose al desarrollo doctrinal que ha experimentado esta causal de revisión ha sostenido que el campo de aplicación de la misma se acerca al derecho laboral razón por la cual, ejemplificando su aplicación, afirma que bien puede darse el caso en que “una viuda concurra frente a los hijos del causante al solicitar la sustitución pensional” o “habiéndose reconocido a un hijo menor, con posterioridad concurran otros menores reclamando la cuota parte de una misma prestación pensional.”.      Una interpretación en contrario supondría una limitante frente al ejercicio del recurso extraordinario de revisión para quien no contando con un mejor derecho en estricto sentido, esto es, que desplace a otro, en todo caso si cuenta con un interés legítimo que se traduce en la posibilidad de disfrutar del derecho que previamente ha sido reconocido mediante decisión judicial ejecutoriada.                 

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE – Beneficiarios / HIJO INVALIDO – Dependencia económica / PERDIDA DE CAPACIDAD LABORAL – Permanente igual al 81.30% / ESTADO DE INVALIDEZ – No cuenta con la posibilidad de satisfacer por sus propios medios sus necesidades económicas básicas

[S]e observa a folio 17 del cuaderno No.1 del  expediente copia del certificado expedido por los integrantes de la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca en el cual se señala que el 31 de agosto de 2006 se procedió a calificar el estado psicofísico del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, determinándose por unanimidad, que éste padece una “pérdida de la capacidad laboral igual al 81.30%”, cuya fecha de estructuración se remonta al 1 de marzo de 1994, esto es, mucho antes de la fecha en que se registró la muerte del causante, 26 de noviembre de 1999.      Al revisar el contenido del “formulario del dictamen para la calificación de la pérdida de la capacidad laboral y determinación de la invalidez” se advierte en el acápite número 6; dedicado a la descripción del dictamen que, el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, padece en lo que corresponde a deficiencias: i) ciforotoescoliosis severa; ii) trastorno por dependencia y iii) distrofia muscular secundaria, lo que le representa, para ese ítems, un 44.40% de una calificación máxima posible de 50%.    Lo anterior, sumado a los porcentajes asignados en discapacidad: 10.40% y minusvalía: 26.50%, permite concluir en detalle, según lo dictaminado por la Junta de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, que el señor Amaguaña Valencia ha experimentado un porcentaje de pérdida de su capacidad laboral del 81.30%      Para la Sala, en estos términos y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 100 de 1993, no hay duda del actual estado de invalidez que experimenta el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, lo que permite establecer que no cuenta con la posibilidad de satisfacer por sus propios medios sus necesidades económicas básicas. En otras palabras, de lo expuesto en precedencia, y en consonancia con lo expuesto en el escrito contentivo del recurso extraordinario de revisión, resulta evidente el estado de dependencia en que se encuentra el recurrente dada la imposibilidad física de garantizarse su congrua subsistencia.

DEPENDENCIA ECONÓMICA PROBADA – Hijo en condición de invalidez / ESTADO DE INVALIDEZ – Lo sitúa en el primer grupo de beneficiarios de pensión de invalidez / CAUSAL TERCERA DE REVISIÓN – Supuesto de hecho / RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN – Prosperidad de la causal tercera de revisión / SUSTITUCIÓN DE LA SENTENCIA – Procedencia 

[P]ara la Sala no hay duda que el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia experimentara una disminución de su capacidad psicofísica igual al 81.30%, que le imposibilitaba generarse sus propios ingresos lo que, como quedó demostrado, trajo consigo una relación de dependencia absoluta frente a su padre, quien en vida asumió la totalidad de sus gastos, esto es, la satisfacción de su mínimo vital y móvil.      Así las cosas, a juicio de la Sala el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia ostenta un interés actual y, en consecuencia, un derecho cierto frente a la pensión de sobreviviente que se causó con la muerte de su padre, dado que, se repite, su estado de invalidez debidamente acreditado lo sitúa en el primer grupo de beneficiarios de la referida prestación pensional, en los términos del artículo 47 de la Ley 100 de 1993.     En este punto la Sala se permite precisar, que si bien el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia en la actualidad cuenta con 53 años, su derecho como beneficiario de la prestación pensional causada con la muerte de su padre el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia está dado por su condición de invalidez y, consecuente, dependencia económica probada.  En tal sentido, de conformidad con el dictamen médico legal que se allegó al proceso, no hay duda de que el señor Amaguaña Valencia en la actualidad no se encuentra en condiciones para valerse por sí mismo y, mucho menos, para laborar.      Lo anteriormente expuesto, le permite a la Sala afirmar que en el caso concreto están probados los dos supuestos de hecho que integran la causal tercera de revisión prevista en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, a saber: i) el haberse proferido la sentencia de 20 de mayo de 2005, por parte del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, a favor de la señora Dolores Narváez de Amaguaña y ii) el derecho que le asiste al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia como sustituto de la prestación pensional por sobrevivencia, causada con la muerte de su padre, dado su actual estado de invalidez y dependencia económica.         De acuerdo con lo expuesto, la Sala declarará la prosperidad del presente recurso extraordinario de revisión fundado en la causal tercera de revisión, prevista en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984. En tal sentido, y como consecuencia de lo anterior, se procederá a emitir una decisión en sustitución de la sentencia adoptada el 20 de mayo de 2005 por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca

SENTENCIA DE REEMPLAZO – Prosperidad de la causal tercera del recurso extraordinario de revisión / DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL – Definición y consagración / SEGURIDAD SOCIAL – Antes y después de la Constitución Política de 1991 / PENSION DE SOBREVIVIENTE – Regulación legal / PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE – Reconocimiento del 50% a hijo invalido no llamado en el proceso ordinario adelantado por la cónyuge supérstite / RECONOCIMIENTO PENSIONAL – Por lo particular del caso se reconoce desde el día siguiente del fallecimiento del padre 

[L]a Sala advierte una concurrencia de derechos frente a la prestación pensional por sobrevivencia causada con la muerte del señor Amaguaña Pazcuaza. Lo anterior, dado que con su cónyuge supérstite mantuvo vigente su sociedad conyugal incluso al momento de su muerte y, frente al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, además de existir un parentesco en primer grado de consanguinidad, se verificaba una relación de dependencia económica absoluta en razón a su estado de invalidez diagnosticado.         Al respecto, no hay justificación válida para negarle al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia la cuota parte pensional que le corresponde, en su condición del hijo del causante, si se tiene en cuenta su actual y avanzado estado de invalidez. En estos términos, a juicio de la Sala de lo que se trata es de hacer efectiva la finalidad de la prestación pensional de sobrevivencia al amparar las contingencias derivadas con la muerte del Adonias Amaguaña Pazcuaza teniendo en cuenta la imposibilidad física y mental en que se encuentra el señor Amaguaña Valencia para generarse su sustento propio.      Por estas razones, bajo la orientación de los valores y principios de justicia, equidad e igualdad, y reiterando que la finalidad de la sustitución pensional es la de evitar que las personas que forman parte de la familia y que dependen patrimonialmente del causante puedan quedar en situación de desamparo y abandono económico, en el caso concreto, habiéndose acreditado los supuestos de hecho previstos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 la Sala estima procedente reconocer el 50% de la prestación pensional de sobreviviente causada por el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza a su hijo el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia y que el restante 50% siga siendo disfrutado por la señora Dolores Narváez de Amaguaña en su condición de cónyuge supérstite.      En lo que corresponde a la fecha a partir de la cual se debe reconocer la parte pensional al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, la Sala dirá que en casos similares al presente el referido reconocimiento se ha ordenado desde la ejecutoria de la providencia que así lo disponga, esto, con el fin de evitar un doble pago - por una misma prestación pensional – y en atención a la falta de actividad o desidia de quienes solicitan tardíamente su reconocimiento.       No obstante lo anterior, en esta ocasión, la Sala advierte en el caso del señor Amaguaña Valencia dos situaciones particulares que deben considerarse al momento de establecer la fecha a partir de la cual se hará el reconocimiento pensional, a saber: i) el hecho de que no se le hubiera vinculado al proceso ordinario adelantando por la señora Dolores Narváez en el que se sustituyó inicialmente la prestación pensional causada por su padre y ii) su estado de invalidez debidamente probado.     Bajo estas consideraciones, en el caso concreto al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia debe reconocérsele el 50% de la prestación pensional en comento a partir del día siguiente a la fecha en que se registró la muerte de su padre [26 de noviembre de 1999], esto, en consideración a las circunstancias especiales antes anotadas y al hecho concreto de que por intermedio de su hermana el señor Amaguaña Valencia manifestó en sede administrativa su interés permanente de acceder a la sustitución de la prestación pensional causada por su padre.        Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala considera que en el caso concreto no hay lugar a declarar la prescripción sobre las mesadas pensionales del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, lo anterior toda vez que entre la muerte de su padre [26 de noviembre de 1999] y la solicitud en sede administrativa tendiente a obtener la sustitución pensional [3 de marzo de 2000] no transcurrieron más de 3 años. 
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==========================================================
Decide la Sala el recurso de extraordinario de revisión
 interpuesto contra la sentencia de 20 de mayo de 2005, proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, mediante la cual se accedió a las pretensiones de la demanda formulada por la señora Dolores Narváez de Amaguaña contra la entonces Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL.  

1. ANTECEDENTES

La señora Dolores Narváez de Amaguaña, por intermedio de apoderado judicial, solicitó ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca la nulidad de la Resolución No. 03993 de 19 de marzo de 2002 por medio de la cual la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, le negó el reconocimiento y pago de una pensión de sobreviviente con ocasión del fallecimiento de su cónyuge el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza.       

Argumentó la señora Dolores Narváez de Amaguaña que, el 5 de noviembre de 1950 contrajo matrimonio católico con el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza, en cuya unión fueron procreados tres hijos.     

Se precisó que, la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, ordenó el reconocimiento y pago de una prestación pensional a favor del señor Amaguaña Pazcuaza.

Se adujo que, el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza falleció el 26 de noviembre de 1999 motivo por el cual, la accionante solicitó ante la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, el “reconocimiento de una pensión de sobreviviente”. Empero, se explicó en la demanda, que la referida petición fue negada bajo el argumento de que la señora Dolores Narváez de Amaguaña no convivía con el señor Amaguaña Pazcuaza al momento de su fallecimiento.        

1.1 De la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca 

El 20 de mayo de 2005 el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca accedió a las pretensiones de la demanda formulada por la señora Dolores Narváez de Amaguaña contra la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL.

Sostuvo el Tribunal que, a la señora Dolores Narváez de Amaguaña le asistía el derecho a percibir, bajo la figura de la sustitución, la prestación pensional causada por el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza en virtud del vínculo matrimonial que los unió durante 50 años. Al respecto, se expresó que, la condición de cónyuge supérstite del causante le confería a la señora Narváez de Amaguaña “el derecho preferencial a la sustitución respecto de las demás personas a quienes la ley concede vocación subsidiaria.”.           

Se adujo, para el caso concreto, que no estaba probada ninguna de las causales que daban lugar a la pérdida del derecho a la sustitución de la prestación pensional, entre ellas las previstas en los artículos 6 y 7 del Decreto 1160 de 1989; 2 de la Ley 33 de 1973 y 2 de la Ley 12 de 1975.    

En ese mismo sentido, el Tribunal sostuvo que el Consejo de Estado en sentencia de 18 de mayo de 2000 expresó que, en casos con identidad de supuestos fácticos al presente, “el cónyuge supérstite siempre ostenta un derecho preferencial a la sustitución pensional respecto de las otras personas a quienes la ley ha beneficiado otorgando vocación subsidiaria.”.        

Bajo estos supuestos, el Tribunal expresó que teniendo en cuenta que a la muerte del causante se encontraba vigente su vínculo matrimonial con la Dolores Narváez de Amaguaña, a esta última le asistía el derecho a percibir, bajo la figura de la sustitución, la prestación pensional que en vida disfrutaba su cónyuge. 

En este punto la sentencia precisó que, “la apoderada de la demandante dejó constancia de que en el caso [concreto] ya no existe la compañera permanente que años atrás convivió con el pensionado” y al tiempo manifestó que la señora Dolores Narváez de Amaguaña nunca disolvió su sociedad conyugal o se separó de cuerpo del causante.        

De acuerdo con lo expuesto, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca accedió a las pretensiones de la demanda y, en consecuencia, ordenó que la pensión que venía percibiendo en vida el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza le fuera sustituida a la señora Dolores Narváez de Amaguaña, en su condición de cónyuge supérstite.  

1.2 El recurso extraordinario de revisión

La señora Amanda Amaguaña Valencia, en representación de su hermano el señor Ramón Darío Amaguaña, formuló mediante escrito de 23 julio de 2007 recurso extraordinario de revisión en contra de la sentencia de 20 de mayo de 2005 proferida por el Tribunal Admirativo del Valle del Cauca invocando las causales 2, 3 y 4 del artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984
, con los argumentos que a continuación se resumen (fls. 51 a 62, cuaderno No. 1):  

Se manifestó que, el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza “quien en vida se encontraba en separación de cuerpos de hecho de quien fuere su esposa” conformó un nuevo hogar a través de una unión marital de hecho con la señora Celmira Valencia, en cuya unión fueron procreados 8 hijos entre ellos el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia.

Se precisó que, el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia “posee retardo mental y a lo largo de su existencia ha padecido enfermedades graves como lo es la epilepsia y la poliomielitis” dejándole secuelas tanto físicas como psicológicas, esto, desde su infancia.  

Por lo anterior, el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza, en su condición de padre, siempre veló por el cuidado de su hijo, con especial dedicación, dado que la señora  Celmira Valencia desapareció desde el año 1997, sin que a la fecha se conozca su paradero. 

El señor Adonias Amaguaña Pazcuaza en vida fue pensionado por la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, mediante Resolución No. CJ 135 de 20 de septiembre de 1949.

Se adujo que, el señor Amaguaña Pazcuaza consciente de la condición especial en la que se encontraba su hijo Ramón Darío Amaguaña Valencia, mediante escrito de 9 de mayo de 1994, lo designó en forma anticipada como beneficiario de la prestación pensional que venía percibiendo en caso de que ocurriera su muerte.        

El 26 de noviembre de 1999, el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza falleció razón por la cual, el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia “con la ayuda de su hermana Amanda Amaguaña Valencia” solicitó ante la Caja Nacional de Previsión Social CAJANAL, el reconocimiento y pago de la prestación pensional que en vida le había sido otorgada a su padre.   

La Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, a través de la Resolución 024926 de 27 de octubre de 2000, le solicitó al peticionario que allegara el “certificado de la Junta de Calificación de Invalidez del Ministerio de Trabajo Seccional Valle” a través del cual se había dictaminado sobre su condición psicofísica. 

Habiéndose allegado el referido certificado, la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, mediante Resolución No. 024926 de 27 de octubre de 2000 le negó al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia su petición, argumentando que “su estado de invalidez se configuró el 31 de enero de 2000, fecha posterior al fallecimiento del causante.”.      

La anterior negativa fue reiterada por la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, en Resolución 015077 de 7 de junio de 2001, esto frente a una nueva petición formulada por la señora Amaguaña Valencia tendiente a solicitar la sustitución de la referida prestación pensional a favor de su hermano. 

Se adujo en el escrito del recurso extraordinario que, contrario a lo expresado por la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, el estado de invalidez del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia no se estructuró el 31 de enero de 2000 dado que, la disminución de su condición psicofísica debido a la artrofia muscular severa; la ciforotoescoliosis de columna y el “retardo mental” que padece, le fue diagnosticado desde temprana edad. 

La anterior circunstancia, se explicó, dio lugar a que la señora Amanda Amaguaña Valencia solicitara, ante la jurisdicción ordinaria, la declaratoria de interdicción de su hermano y la consecuente designación como curadora del mismo.   

Teniendo en cuenta este último hecho, la señora Amanda Amaguaña Valencia solicitó nuevamente, ante la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, la sustitución de una prestación pensional a favor del su hermano Ramón Darío Amaguaña Valencia, anexando el nuevo dictamen médico proferido por la Junta de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, de 31 de agosto de 2006, en el que se le asignó a este último una pérdida de su capacidad psicofísica igual al 81.30%. Empero, a la fecha no se ha dado respuesta a la referida petición.   

Sostuvo la parte recurrente, que al obtener copia de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca fue posible advertir: i) que en el curso del referido proceso contencioso se pasó por alto el hecho de que el causante no convivió durante los últimos 30 años de su vida con la señora Dolores Narváez de Amaguaña y ii) que la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, pese a conocer de la existencia del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia y el mejor derecho que le asistía a este, frente a la prestación pensional solicitada, “permitió que le referido fallo quedara en firme” sustituyendo la prestación pensional a favor de la señora Dolores Narváez de Amaguaña.            

Finalmente, se adujo que en el caso concreto se encontraban probadas las causales de revisión 3 y 4 del artículo 188 ibídem frente al hecho de que con posterioridad a la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca se hizo evidente la existencia del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia y su mejor derecho frente a la señora Dolores Narváez de Amaguaña.    

1.3.  De la vinculación procesal de la señora Dolores Narváez de Amaguaña
Mediante auto de 23 de abril de 2010 el despacho que sustancia la presente causa, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 83 del Código de Procediendo Civil, ordenó la vinculación de la señora Dolores Narváez de Amaguaña, al considerar que cualquier decisión que fuera proferida en el trámite del presente recurso podría afectar sus intereses (fls. 116 a 117, cuaderno No. 1).       

Con el fin de dar cumplimiento a lo anterior, se comisionó al Juzgado Tercero Administrativo del Circuito Judicial de Cali, Valle del Cauca, para que procediera a notificar personalmente a la señora Dolores Narváez de Amaguaña, tal y como lo exigía el artículo 191 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984.      

El 6 de octubre de 2010 el referido Juzgado Administrativo, a través de informe secretarial, le manifestó a esta Corporación que no había sido posible efectuar la notificación personal a la señora Dolores Narváez de Amaguaña, toda vez que “en las direcciones suministradas no reside y es desconocida (…) según devoluciones de los telegramas” enviados.  (fls. 151, cuaderno No. 1).   

Frente a la anterior circunstancia, este Despacho mediante auto de 14 de enero de 2011 le solicitó a la parte recurrente que informara la dirección de residencia de la señora Dolores Narváez de Amaguaña, en caso de que tuviera conocimiento de la misma (fl. 153, cuaderno No.1). El 4 de abril de ese año, la apoderada de la parte recurrente, a través de memorial visible a folio 155 del cuaderno No.1 del expediente, suministró la dirección de la señora Narváez de Amaguaña.

Teniendo en cuenta la referida información, este Despacho ordenó nuevamente que se efectuara la notificación personal de la señora Dolores Narváez de Amaguaña, para lo cual, por Secretaría, se comisionó al Juzgado Dieciséis Administrativo del Circuito Judicial de Cali, Valle del Cauca (fls. 157 y 159, cuaderno No. 1). 

No obstante, en esa oportunidad tampoco fue posible efectuar la correspondiente notificación personal, por lo que mediante auto de 12 de julio de 2012 se dispuso “emplazar por edicto a la señora Dolores Narváez de Amaguaña” de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984. (fls. 167 a 169, cuaderno No. 1).      

Habiéndose emplazado a la señora Dolores Narváez de Amaguaña en los términos previsto en la ley, sin que se advirtiera su comparecencia, le fue designado curador Ad-Litem frente a quien se efectuó la correspondiente notificación del presente recurso extraordinario (fls. 191 a 194, cuaderno No.1).     

1.4. Oposición al recurso extraordinario de revisión
El curador Ad- Litem designado, a la señora Dolores Narváez de Amaguaña, manifestó su oposición al presente recurso extraordinario de revisión, bajo las siguientes consideraciones (fls. 199 a 200, cuaderno No. 1): 

Sostuvo, en primer lugar, que dentro del proceso ordinario contencioso administrativo figuraba copia del registro civil de matrimonio según el cual los señores Adonias Amaguaña Pazcuaza y Dolores Narváez de Amaguaña contrajeron matrimonio el 4 de noviembre de 1950.

Adujo que dentro del referido proceso también obran distintas declaraciones que daban cuenta de la dependencia económica de la señora Dolores Narváez de Amaguaña frente a su esposo pese a que, para esa época, ya no convivían.   

Bajo estos supuestos, consideró que la señora Dolores Narváez de Amaguaña a la muerte de su cónyuge tenía legalmente el derecho a percibir una pensión de sobreviviente con el fin de garantizar su mínimo vital y móvil. 

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Objeto y alcances del recurso extraordinario de revisión

Como lo ha reiterado la jurisprudencia de esta Corporación, la revisión es un medio de impugnación extraordinario que limita la inmutabilidad de las sentencias en relación con la cosa juzgada y permite que se subsanen determinadas irregularidades o ilegalidades, conforme a lo previsto en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984. La principal finalidad de este recurso es el restablecimiento de la justicia
.

El recurso de revisión no implica, en general, el desconocimiento de los principios de cosa juzgada y presunción de legalidad y acierto de las decisiones judiciales, sino que, excepcionalmente, en ciertas circunstancias y por las razones consagradas específicamente en la ley, es viable revisar las sentencias en aras de restablecer el imperio de la justicia y mantener el orden jurídico y social. Es precisamente en atención a lo anterior que el recurso de revisión se consagró como un medio extraordinario de impugnación.

En este mismo orden de ideas, la procedencia de este recurso se encuentra sujeta al estricto, riguroso y ajustado cumplimiento de las causales que expresamente ha previsto el legislador, sin que sea dable ampliarlas mediante interpretación analógica, con lo cual se busca evitar que el mismo se convierta en una tercera instancia y se utilice para remediar equivocaciones en que hubiera podido incurrir alguna de las partes, o para controvertir juicios de valor del fallador
.  

Las causales de revisión tienen por objeto garantizar la justicia de la sentencia, el principio de la cosa juzgada y el derecho de defensa, siempre y cuando hubieren sido transgredidos por motivos trascendentes o externos al proceso. La estructura interna del fallo, esto es, la normatividad sustancial en la cual se fundamentó, no es atacable por la vía de la revisión, dado que los errores en que haya podido incurrir el juez al decidir son aspectos ajenos al recurso
.

En relación con las formalidades del recurso, el artículo 189 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, establece que debe interponerse mediante demanda que reúna los requisitos prescritos por el artículo 137 ibídem, con indicación precisa y razonada de la causal en que se funda. Habida cuenta que el recurrente debe demostrar los supuestos de hecho y de derecho que conforman las circunstancias determinadas por el legislador como causales para recurrir en revisión, deberá adjuntar las pruebas que tenga en su poder.

2.2.  De las causales de revisión invocadas por la parte recurrente

Teniendo en cuenta que la parte recurrente invoca como sustento del presente recurso extraordinario tres de las causales previstas en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, la Sala efectuara en primer lugar el análisis de la causal tercera de revisión prevista en la norma en cita.  

2.2.1. De la causal de revisión prevista en el numeral 3 del artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984
  

Sostienen la parte recurrente que, solo con posterioridad a la sentencia de 20 de mayo de 2005 proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, se hizo evidente el mejor derecho que le asiste al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia como sustituto de la pensión que venía percibiendo en vida su padre el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza. 

Lo anterior, a juicio de la recurrente porque: i) el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia no fue informado y/o vinculado al proceso contencioso administrativo originario; ii) porque la sentencia proferida en el referido proceso le reconoció el derecho a “una persona” para el caso la señora Dolores Narváez de Amaguaña y iii) porque si bien el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, en la actualidad cuenta con más de 25 años de edad, su condición psicofísica le impide proveerse su propio sustento.     

Precisado lo anterior, la Sala procede a efectuar el análisis de la causal de revisión en comento frente a los distintos argumentos expuestos por la parte recurrente en el escrito de la demanda de revisión, bajo las siguientes consideraciones.      

La causal invocada es del siguiente tenor: 

“ARTÍCULO 188.  Modificado por la Ley 446 de 1998, artículo 57. Son causales de revisión:
(...)

3. Aparecer, después de dictada la sentencia a favor de una persona, otra con mayor derecho para reclamar. (…).”.

Sobre el contenido de esta causal, la Sala Plena de esta Corporación en sentencia de 3 de febrero de 2015. Rad. REV. 1999-01188. M.P. Ramiro Pazos Guerrero, efectuó en punto de la citada causal de revisión las siguientes consideraciones:
“5. Frente a la causal del numeral 3 del artículo 188 del Código Contencioso Administrativo que alega el recurrente, esta Corporación ha precisado que exige la presencia de los siguientes requisitos:

Como se observa, la resumida claridad del supuesto de hecho contenido en la causal invocada exige la presencia de los siguientes requisitos: i) que se haya proferido una sentencia a favor de determinada persona; ii) que una vez ocurrido lo anterior, aparezca otra persona con mejor derecho para reclamar.

En relación con la procedencia de esta causal, la doctrina nacional ha reseñado lo siguiente:

“Esta causal, en otros términos, corresponde a la 4ª del art. 165 de la Ley 167 de 1941, sobre la cual el profesor Tascón sostuvo: 

“La causal cuarta puede ocurrir no solamente cuando aparezca otra persona de mejor derecho, vgr. cuando se presenta una viuda que excluya a los hijos, en el caso del art. 22 de la Ley 75 de 1925, sino cuando reclama otra persona de igual derecho, vgr. cuando habiendo sido reconocida una pensión a favor de un hijo menor, se presentan otros menores reclamando la cuota que les corresponde a prorrata”.

Como se infiere, el campo de aplicación de esta causal está más cerca del derecho laboral que de cualquiera otra materia. Y su procedencia se explica en el proceso administrativo porque ni siquiera dentro del anterior código la persona que alegaba un mejor derecho podía ejercer una intervención ad excludendum; improcedente dentro de las acciones de nulidad y restablecimiento que son las que ordinariamente se siguen para el reclamo de derechos laborales de índole oficial. 

Así como en cualquier tiempo la administración y los interesados podrán demandar los actos que reconozcan pensiones periódicas (nl. 2 del art. 136 del C.C.A.), así quien se crea con mejor derecho, reconocido a otra persona mediante una sentencia, tendrá dos años para recurrir en revisión en busca de su reconocimiento”
.  (…) 
De lo expuesto se tiene que (i) la causal supone una cuestión sobreviviente, toda vez que se requiere que exista (ii) una sentencia a favor de determinada persona y, que con posterioridad a este hecho, (iii) aparezca una persona con mejor derecho, en los términos de la ley.   

En ese mismo sentido, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo a través de sentencia de 7 de julio de 2015. Rad. REV. 2004-00178. M.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez, se refirió nuevamente a la causal tercera de revisión del artículo 188 ibídem, haciendo las siguientes precisiones:

“(…) 4.3.- Para la Sala, de conformidad con la disposición que antecede, y la jurisprudencia, son dos los elementos que debe demostrar el recurrente para que prospere el recurso extraordinario de revisión con fundamento en esta causal: 
4.3.1.- En primer lugar, debe acreditarse que la sentencia cuya revisión se solicita reconoció, a favor de una persona determinada, un específico derecho subjetivo
.

4.3.2.- En segundo lugar, que con posterioridad a la expedición de la sentencia, otra persona, que no participó, de ninguna manera en el proceso originario, acredite tener un mejor derecho para reclamar que aquella a favor de la cual la sentencia judicial reconoció un derecho subjetivo. (…).”.

Teniendo en cuenta lo expuesto, resulta evidente que la jurisprudencia de esta Corporación ha sido clara en señalar los requisitos indispensables para la procedencia de la causal tercera de revisión, prevista en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984. En efecto, son dos los supuestos que se deben verificar al momento de estudiar la referida causal: i) haberse proferido una sentencia que reconoce un derecho subjetivo a favor de determinada persona y ii) que, con posterioridad a ello, aparezca otra persona que sin haber participado en el proceso originario, cuente con un mejor derecho para reclamar. 

En este punto, estima la Sala pertinente precisar que la claridad en el contenido de la causal en cita no da lugar a equívocos en lo que corresponde a su aplicación, sin embargo, no sobra advertir que cuando el legislador se refiere al hecho sobreviviente de que “aparezca otra persona con mejor derecho para reclamar” sin duda también alude a quienes ostenta igual derecho frente a quien le fue reconocido en un primer momento.

En tal sentido, como quedó visto en precedencia, esta Corporación refiriéndose al desarrollo doctrinal que ha experimentado esta causal de revisión ha sostenido que el campo de aplicación de la misma se acerca al derecho laboral razón por la cual, ejemplificando su aplicación, afirma que bien puede darse el caso en que “una viuda concurra frente a los hijos del causante al solicitar la sustitución pensional” o “habiéndose reconocido a un hijo menor, con posterioridad concurran otros menores reclamando la cuota parte de una misma prestación pensional.”. 

Una interpretación en contrario supondría una limitante frente al ejercicio del recurso extraordinario de revisión para quien no contando con un mejor derecho en estricto sentido, esto es, que desplace a otro, en todo caso si cuenta con un interés legítimo que se traduce en la posibilidad de disfrutar del derecho que previamente ha sido reconocido mediante decisión judicial ejecutoriada.                 

Hecha las anteriores precisiones, la Sala entrará a verificar si en el caso concreto se configuran los requisitos que aseguran la procedencia de la causal de revisión tercera del artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, bajo las siguientes consideraciones.

2.2.2. De la expedición de una sentencia que reconozca un derecho subjetivo en favor de persona determinada.  

Dentro del expediente obra prueba de que la señora Dolores Narváez de Amaguaña, en su condición de cónyuge supérstite del señor Adonias Amaguaña Pazcuaza, solicitó al Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, la nulidad de la Resolución No. 03993 de 19 de marzo de 2002 a través de la cual la entonces Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, le negó el reconocimiento y pago de una pensión de sobreviviente causada con la muerte de su cónyuge el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza.

Con ocasión de la referida acción contencioso administrativa, el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca a través de sentencia de 20 de mayo de 2005 declaró la nulidad del acto administrativo acusado y, en consecuencia, ordenó el reconocimiento y pago de una pensión de sobreviviente a su favor, en los siguientes términos:         
“(…) La Sala considera que le asiste a la actora el derecho a la sustitución pensional invocado en la demanda habida cuenta de que se trata de la cónyuge legítima del causante, quien, de acuerdo con la jurisprudencia más reciente del Consejo de Estado, ostenta el derecho preferencial a la sustitución respecto de las demás personas a quienes la ley concede vocación subsidiaria ya que solo en ausencia o defecto del citado cónyuge legítimo puede la compañera permanente acceder a esta prestación. (negrilla fuera del texto).

En el caso de autos, por parte alguna se ha demostrado falta o ausencia de la cónyuge legitima del pensionado fallecido, ni causal de pérdida del derecho a la sustitución conforme se prevé en los artículos 6 y 7 del Decreto 1160 de 1989; artículo 2 de la ley (sic) 33 de 1973 y 2 de la Ley 12 de 1975.  (…)
En el caso presente ocurre que encontrándose vigente el vínculo matrimonial entre el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza la señora Dolores Narváez de Amaguaña, al momento de la muerte de aquel, según se acreditó con partida que obra a folio (76 del cua. 2), y no existiendo causal de pérdida del derecho a la sustitución, es a ésta a quien le asiste el derecho a recibir la sustitución pensional. 

En sus alegatos, la apoderada de la demandante deja constancia de que en el caso que nos ocupa ya no existe la compañera permanente que años atrás convivió con el pensionado y que con la demandante nunca se disolvió la sociedad conyugal, ni existió separación de cuerpos, ni divorcio del matrimonio católico y el causante veía económicamente por ella aunque no vivieran bajo un mismo techo. Estos hechos, acreditados unos, de negación indefinida los otros pero nunca desvirtuados en estas diligencias refuerzan la decisión expuesta en el sentido de que es procedente acceder a las pretensiones de la demanda. (…).”.         

Bajo este supuesto, no hay duda de que en el caso concreto hay una sentencia proferida dentro de un proceso contencioso administrativo que reconoce un derecho subjetivo a favor de la señora Dolores Narváez de Amaguaña, en su condición de cónyuge supérstite del señor Adonias Amaguaña Pazcuaza.

En estos términos, estima la Sala que el primero de los requisitos exigidos por la causal tercera del artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, a saber, “haberse dictado sentencia a favor de una persona” se encuentra satisfecho.     

2.2.3.  Que con posterioridad a la sentencia proferida a parezca otra persona que, sin haber participado en el proceso originario, cuente con un mejor derecho para reclamar. 

A través del presente recurso extraordinario de revisión, el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia afirma que en su condición de hijo del señor Adonias Amaguaña Pazcuaza, y al padecer una disminución de su capacidad psicofísica, cuenta con un mejor derecho que la señora Dolores Narváez de Amaguaña para disfrutar de la pensión de sobreviviente causada con la muerte de su padre. 
En estos términos, y teniendo en cuenta el material probatorio allegado al expediente de revisión, advierte la Sala que el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia no fue citado y mucho menos vinculado al proceso contencioso administrativo que adelantó la señora Dolores Narváez de Amaguaña ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca.

La anterior circunstancia se advierte claramente en el texto transcrito de la providencia recurrida en la que el Tribunal se refiere a la señora Narváez de Amaguaña como la persona que ostenta el derecho preferencial a la sustitución de la prestación penisonal causada por el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza, echándose de menos cualquiera alusión que permitiera aun cuando fuera inferir la existencia del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia. 
Ahora bien, en lo que se refiere concretamente “al mejor derecho”, estima la Sala necesario verificar, en primer lugar, el parentesco que une a los señores Adonias Amaguaña Pazcuaza y Ramón Darío Amaguaña Valencia. Para tal efecto, se observa a folio 84 del cuaderno No. 3, copia del registro civil de nacimiento del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia en el que figuran como padres los señores Adonias Amaguaña Pazcuaza y Celmira Valencia. 

En estos términos no hay duda que entre los señores Adonias Amaguaña Pazcuaza y Ramón Darío Amaguaña Valencia existe un parentesco probado en primer grado de consanguinidad.   
En segundo lugar, estima la Sala necesario determinar y verificar las reglas legales que regulan la pensión de sobreviviente, en punto de los beneficiarios de la misma. Para tal efecto, es menester tener en cuenta que la muerte del señor Adonias Amaguaña Pazcuaza se registró el 26 de noviembre de 1999, esto es, en vigencia de Ley 100 de 1993 razón por la cual, para el caso concreto, habrán de observarse las reglas previstas en el texto original del artículo 47 de la referida ley. 

Al respecto, este Corporación en ocasiones anteriores ha sostenido
, refiriéndose a los beneficiarios de la pensión de sobreviviente, que el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 señaló tres grupos de beneficiaros que, funcionan bajo la misma dinámica de los órdenes sucesorales, es decir, que mientras haya algún beneficiario de cada orden no puede pasarse a los órdenes siguientes. 
Para mayor ilustración se transcribe el texto original del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, vigente al fallecimiento del causante, en el caso concreto.    

“ARTICULO 47. Modificado por la Ley 797 de 2003, BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES. Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

a. En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite.

En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deber acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos desde el momento en que este cumplió con los requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o invalidez, y hasta su muerte, y haya convivido con el fallecido no menos de dos (2) años continuos con anterioridad a su muerte, salvo que haya procreado uno o m s hijos con el pensionado fallecido;

b. Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, mientras subsistan las condiciones de invalidez.

c. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de éste.

d. A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, ser n beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de éste. (…).”.

De acuerdo con la norma transcrita, y en lo que importa para el caso concreto, se puede advertir que el primer grupo lo constituyen el cónyuge; compañera o compañero permanente y los hijos con derecho, en caso de que se advierta cónyuge; compañera o compañero permanente, y no concurrieran hijos con derecho, la totalidad de la prestación pensional correspondería al cónyuge; compañera o compañero permanente. 

De igual forma, en caso de que concurrieran hijos con derecho y no hubiera cónyuge; compañera o compañero permanente la pensión sería reconocida únicamente a los hijos por partes iguales y, así mismo, en el evento de que concurrieran tanto cónyuge; compañera o compañero permanente e hijos, la referida prestación se distribuiría por mitades, esto es, la primera mitad para el cónyuge; compañera o compañero permanente y la segunda para los hijos.

En punto de los hijos inválidos a que hace referencia el literal b del artículo 47 ibídem, debe precisarse que el artículo 14  del Decreto 1889 de 1994, reglamentario de la Ley 100 de 1993, estableció que “el estado de invalidez del beneficiario de una pensión de sobreviviente se califica de conformidad con lo previsto en el Decreto 1346 de 1994”. En tal sentido, revisado el citado Decreto 1346 de 1994 se observa que su artículo 3 le atribuyó a las Juntas Regionales, en primera instancia, y a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, en segunda instancia, la competencia para determinar el origen y estado de la invalidez, entre otros, de los beneficiarios de una pensión de sobreviviente.     

Cabe precisar que, el citado Decreto 1346 de 1994 fue derogado expresamente por el artículo 58 del Decreto 2463 de 2001, el que a su vez, también debe decirse, fue derogado en virtud a lo dispuesto en el artículo 61 del Decreto 1352 de 2013. Empero, pese a las derogatorias ante referidas, no hay duda de que la competencia para establecer el estado de invalidez, en casos como el que hoy ocupa a la Sala, sigue estando atribuida, en primera instancia, a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez y, en segunda instancia, a la Junta Nacional de Calificación de Invalidez.    

Así las cosas, y para el caso concreto, se observa a folio 17 del cuaderno No.1 del  expediente copia del certificado expedido por los integrantes de la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca en el cual se señala que el 31 de agosto de 2006 se procedió a calificar el estado psicofísico del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, determinándose por unanimidad, que éste padece una “pérdida de la capacidad laboral igual al 81.30%”, cuya fecha de estructuración se remonta al 1 de marzo de 1994, esto es, mucho antes de la fecha en que se registró la muerte del causante, 26 de noviembre de 1999.  

Al revisar el contenido del “formulario del dictamen para la calificación de la pérdida de la capacidad laboral y determinación de la invalidez”
 se advierte en el acápite número 6; dedicado a la descripción del dictamen que, el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, padece en lo que corresponde a deficiencias: i) ciforotoescoliosis severa; ii) trastorno por dependencia y iii) distrofia muscular secundaria, lo que le representa, para ese ítems, un 44.40% de una calificación máxima posible de 50%.

Lo anterior, sumado a los porcentajes asignados en discapacidad: 10.40% y minusvalía: 26.50%, permite concluir en detalle, según lo dictaminado por la Junta de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, que el señor Amaguaña Valencia ha experimentado un porcentaje de pérdida de su capacidad laboral del 81.30%      
Para la Sala, en estos términos y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 38
 de la Ley 100 de 1993, no hay duda del actual estado de invalidez que experimenta el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, lo que permite establecer que no cuenta con la posibilidad de satisfacer por sus propios medios sus necesidades económicas básicas. En otras palabras, de lo expuesto en precedencia, y en consonancia con lo expuesto en el escrito contentivo del recurso extraordinario de revisión, resulta evidente el estado de dependencia en que se encuentra el recurrente dada la imposibilidad física de garantizarse su congrua subsistencia.

Frente a este último punto, esto es, frente a la dependencia económica del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, estima la Sala importante referirse a cuatro declaraciones extraproceso, que hacen parte de la actuación administrativa que se adelantó ante la Caja Nacional de Previsión Social, CJANAL, en las que los declarantes son contestes en afirmar categóricamente que el señor Amaguaña Valencia dependía económicamente de su padre, teniendo en cuenta su estado de invalidez.

Al respecto, el 21 de febrero de 1994 el señor Alfonso Gozalez Cruz compareció           ante la Notaría Décima del Circulo Notarial de Cali, Valle del Cauca, manifestando que conocía de manera personal a los señores Adonias Amaguaña Pazcuaza y Ramón Darío Amaguaña Valencia. Expresó el declarante, en esa oportunidad, que: “[Estos] residen en la carrera 26J No. 112-16 del barrio Mnuela (sic) Beltrán de Cali – El hijo de don Adonias, de nombre Ramón Darío Amaguaña Valencia (…) vive en compañía de su padre y a pesar de que cuenta con 32 años de edad por haber nacido el 11 de febrero de 19.62 (sic) en Cali, no puede trabajar por ser inválido total. Su padre es quien responde íntegramente por él. Presenta también algo de trastorno mental, y está bajo la dependencia económica de su padre quien no solo le da techo, sino comida, droga y demás. Me consta todo lo anterior por ser vecino del señor Amaguaña Pascuaza y su hijo, ya que resido en la Calle 114 No. 26I-122 barrio Mnuela (sic) Beltrán de Cali (…).”.  (fl. 72, cuaderno No. 3 del expediente).      

Por su parte, en la misma fecha, la señora Beatriz Elena Collazos Muñoz declaró, ante la Notaría Décima del Circulo Notarial de Cali, Valle del Cauca, que: “Conocía al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, quien tiene cédula de ciudadanía No. 16.716.957 de Cali y vive en compañía de su padre Adonias Amaguaña Pazcuaza, en la carrera 26J No. 112-16 barrio Manuela Beltrán de Cali. El señor Ramón Darío Amaguaña Valencia tiene una invalidez total que no le permite trabajar y además presenta trastorno mental. Su padre Adonias Amaguaña Pazcuaza (…) es quien paga todos los gastos de sostenimiento de su hijo, estando aquel solo bajo la dependencia económica de su padre. (…).”.  (fl. 73 del cuaderno No. 3 del expediente).  

El 30 de noviembre de 1999, esto es con posterioridad a la muerte del señor Adonias Amaguaña Pazcuaza, el señor Fredie Orozco Arango en declaración ante la Notaría Cuarta del Circulo Notarial de Cali, Valle del Cauca, sostuvo que: “Conocí de vista, trato y comunicación al señor Adonias Amaguaña Pazcuaza (…). Desde hace nueve años nos conocíamos hasta la fecha de su fallecimiento el día 26 de noviembre de 1999 a las 8:00 am. Se (sic) y me constan el (sic) hasta el último día de su muerte estuvo con sus hijos. Se (sic) y me consta que era casado con la señora Dolores Narváez de Amaguaña, separado hacia cuarenta y cinco (45) años. Después convivió bajo el mismo techo en calidad de compañero con la señora Celmira Valencia Meléndez que hace veintidós (22) años se separo (sic) de el (sic). De dicha union (sic) existen ocho (8) hijos llamados Amanda, Paulo Alfonso, Ramón Darío, Balnca Cecilia, Nila Alba, Floraldina, Alvaro Jesus (sic) y Hugo Nelson. Se (sic) y me consta que Ramón Darío sufre de ataques y tiene transtornos (sic) mentales, el (sic) dependía económicamente del señor Adonias hasta la fecha de su fallecimiento. Se (sic) y me consta que el (sic) no hacía vida marital con ninguna otra persona. Sus hijos antes mencionados siempre estuvieron al lado de su señor padre Adonias. (…).”.  (fl. 70 del cuaderno No.3 del expediente).                                  
Finalmente, en declaración extraproceso de 29 de noviembre de 1999 los señores Efraín Gómez y Marco Guzmán Suárez manifestaron conjuntamente ante la Notaria Diecinueve del Circulo Notarial de Cali, Valle del Cauca, lo siguiente: “Nos consta que Adonias Amaguaña Pazcuaza (…) convivía en el B/El Jardín, K 34 # 27 – 21 con su discapacitado hijo Ramón Darío Amaguaña Valencia (…). (sic) Dependió económicamente de él, hasta el día de su deceso 26 de noviembre de 1999. Al momento de su deceso no convivía ni con su esposa desde hace 45 años ni con su compañera permanente, desaparecida desde hace 22 años.”. (fl. 69, cuaderno No. 3 del expediente).      

Teniendo en cuenta lo hasta aquí expuesto, concluye la Sala que en el caso concreto se encuentra debidamente acreditado i) el parentesco en primer grado de consanguinidad existente entre los señores Adonias Amaguaña Pazcuaza y Ramón Darío Amaguaña Valencia; ii) el estado de invalidez de este último y iii) la relación de dependencia absoluta, en términos económicos, dado el estado de invalidez probado del señor Amaguaña Valencia.

Sobre el particular, para la Sala no hay duda que el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia experimentara una disminución de su capacidad psicofísica igual al 81.30%, que le imposibilitaba generarse sus propios ingresos lo que, como quedó demostrado, trajo consigo una relación de dependencia absoluta frente a su padre, quien en vida asumió la totalidad de sus gastos, esto es, la satisfacción de su mínimo vital y móvil. 

Así las cosas, a juicio de la Sala el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia ostenta un interés actual y, en consecuencia, un derecho cierto frente a la pensión de sobreviviente que se causó con la muerte de su padre, dado que, se repite, su estado de invalidez debidamente acreditado lo sitúa en el primer grupo de beneficiarios de la referida prestación pensional, en los términos del artículo 47 de la Ley 100 de 1993. 

En este punto la Sala se permite precisar, que si bien el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia en la actualidad cuenta con 53 años, su derecho como beneficiario de la prestación pensional causada con la muerte de su padre el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia está dado por su condición de invalidez y, consecuente, dependencia económica probada.  En tal sentido, de conformidad con el dictamen médico legal que se allegó al proceso, no hay duda de que el señor Amaguaña Valencia en la actualidad no se encuentra en condiciones para valerse por sí mismo y, mucho menos, para laborar.     

Lo anteriormente expuesto, le permite a la Sala afirmar que en el caso concreto están probados los dos supuestos de hecho que integran la causal tercera de revisión prevista en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984, a saber: i) el haberse proferido la sentencia de 20 de mayo de 2005, por parte del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, a favor de la señora Dolores Narváez de Amaguaña y ii) el derecho que le asiste al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia como sustituto de la prestación pensional por sobrevivencia, causada con la muerte de su padre, dado su actual estado de invalidez y dependencia económica.       

De acuerdo con lo expuesto, la Sala declarará la prosperidad del presente recurso extraordinario de revisión fundado en la causal tercera de revisión, prevista en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984. En tal sentido, y como consecuencia de lo anterior, se procederá a emitir una decisión en sustitución de la sentencia adoptada el 20 de mayo de 2005 por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, bajo las siguientes consideraciones.     

3. De la decisión que se profiere en sustitución de la sentencia de 20 de mayo de 2005 

3.1. De la definición y consagración del derecho a la seguridad social en distintos instrumentos internacionales 

Al explicar el concepto de seguridad social resulta necesario referirse, en primer lugar, al conjunto de necesidades sociales a las que se enfrenta el ser humano en la sociedad y de los mecanismos a través de los cuales intenta superar o satisfacer estas necesidades. En estos términos, se hace evidente como el individuo atiende sus necesidades acudiendo a su propio esfuerzo, esto es, a través de los recursos que le proporciona su trabajo y, así mismo, mediante distintos mecanismos que se vinculan estrechamente al concepto de solidaridad.        

La importancia que cobra la seguridad social, como mecanismo de protección contra las contingencias que se derivan, concretamente, de la afectación a la salud y, de igual manera, frente a la vejez, la invalidez y la muerte del ser humano, se ve reflejada en la consagración de que ha sido objeto en distintos instrumentos internacionales en los que, debe decirse, se reconoce expresamente el derecho de las personas a la seguridad social.      

Al respecto, la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 en su artículo 22, dispuso: “Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.”.
Por su parte, la Declaración Americana de los Derecho y Deberes del Hombre y del Ciudadano de 1948, en su artículo 16 establece que: “Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia.”. 

De igual manera, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966, en su artículo 9, estableció que: “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social.”.

Y, en ese mismo sentido, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1988, en su artículo 9 consagra que: “Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes.”.
3.2. De la seguridad social en el Estado Colombiano antes y después de la Constitución Política de 1991  

En lo que corresponde al caso colombiano, debe decirse que en vigencia de la constitución Política de 1886, imperó el concepto de asistencialismo público según el cual era función del Estado atender o amparar directamente las necesidades de quienes carecieran de medios de subsistencia o se encontraran en imposibilidad de laborar.    

Sin embargo, dicho concepto no contó con el desarrollo legal esperado y mucho menos con la aplicabilidad práctica necesaria para garantizar las necesidades sociales de los individuos. Por el contrario, como lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional
 en reiteradas ocasiones, en vigencia de la Constitución Política de 1886, “El Estado mismo contribuyó a aumentar la "deuda social" frente a los sectores más desfavorecidos. La concepción del Estado como mero gendarme de la sociedad, el cual intervenía en la órbita económica o social exclusivamente para suplir los vacíos dejados por los particulares quizá explica la consagración de la asistencia pública como función del Estado pero sin el reconocimiento de los derechos subjetivos correlativos para exigir de las autoridades públicas una determinada prestación.”.
El anterior panorama cambió cuantitativa y cualitativamente, con la adopción del nuevo modelo de Estado Social a través del texto constitucional de 1991. En efecto, frente al tema que interesa, se pasó del asistencialismo público a un nuevo escenario en el que la seguridad social cobró una doble dimensión, esto, como derecho irrenunciable y como servicio público de carácter obligatorio con el fin de garantizar su continua y eficiente prestación (artículo 48
 de la Constitución Política).

Para tal efecto, se amplió el concepto de seguridad social y, a partir de ese hecho, se identificó como destinatarios del mismo a todos los habitantes del territorio nacional y, en consecuencia, se identificó e individualizó las características de los distintos grupos poblacionales con el fin de garantizarles el cubrimiento en seguridad social acorde con sus necesidades reales y materiales.        

Sobre este particular, y para mayor ilustración, se transcriben algunos apartes de la sentencia T-414 de 2009. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, en la que la Corte Constitucional señaló que:

“3.1 De conformidad con el texto de la Constitución Política de 1991, la seguridad social como bien jurídico objeto de protección en el ordenamiento colombiano, tiene una doble configuración. En primer lugar, de acuerdo con su artículo 48, es un servicio público “de carácter obligatorio” que se presta con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, bajo la dirección, coordinación y vigilancia del Estado. En segundo lugar, en concordancia con el inciso segundo del artículo en cita, es un “derecho irrenunciable” en cabeza de todos los habitantes del territorio nacional, que adquiere especial importancia y deriva en obligaciones puntuales para el Estado en el caso de las mujeres durante el embarazo y después del parto (Art. 43), los niños (Art. 44), las personas de la tercera edad (Art. 46), los trabajadores (Art. 53) y las personas discapacitadas (Art. 54).”.

 

Cabe anotar que, en desarrollo del mandato constitucional previsto en el artículo 48, el legislador expidió la Ley 100 de 1993 a través de la cual se creó el Sistema de Seguridad Social Integral, definido como el conjunto de instituciones, normas y procedimientos que proporcionan la cobertura integral frente a las contingencias que menoscaban o afectan la salud y la capacidad económica de los habitantes del territorio nacional.     

En tal sentido, y conforme lo ya expuesto, los artículos 3
 y 4
 de la referida Ley 100 de 1993 le atribuyen expresamente a la seguridad social el carácter de derecho irrenunciable y servicio público obligatorio, cuya prestación se enmarca en los principios de eficiencia, universalidad, solidaridad, integralidad, unidad y participación. 

Ahora bien, concretamente en lo que se refiere al Sistema General de Pensiones, el Libro Segundo de la norma en cita establece que el referido sistema está compuesto por dos regímenes, a saber: i) prima media con prestación definida y ii) ahorro individual con solidaridad, en los que se establecen, a favor del afiliado y/o sus beneficiarios, según las reglas para cada régimen, las prestaciones por vejez, invalidez y sobrevivencia.      

En estos términos, y teniendo en cuenta que la prestación pensional en torno a la cual gira la presente controversia es la de sobreviviente, la Sala estima necesario hacer las siguientes consideraciones en torno a dicha prestación.   

3.3.  De la pensión de sobreviviente 

Como lo ha sostenido la tradición jurisprudencial de esta Corporación
, la muerte constituye una contingencia del sistema de seguridad social, en cuanto la ausencia definitiva de la persona que atendía el sostenimiento del grupo familiar, dejaría en situación de desamparo a los integrantes del mismo.   

En efecto, con la finalidad de atender dicha contingencia derivada de la muerte, el legislador ha previsto la pensión de sobreviviente cuya finalidad, no es otra que suplir la ausencia repentina del apoyo económico que brindaba el empleado al grupo familiar y,  por ende, evitar que su deceso se traduzca en un cambio sustancial de las condiciones mínimas de subsistencia de las personas beneficiarias de dicha prestación.
En este contexto, el derecho de la seguridad social crea la noción de “beneficiario de pensión” que difiere del concepto de general de “heredero o causahabiente” previsto en el derecho civil. 

Los herederos de una persona que fallece, son sus descendientes o ascendientes, sin importar el grado de dependencia económica con el fallecido. Por el contrario, los beneficiarios de pensión son las personas que se encontraban en situación de dependencia de la persona que fallece. Es claro, entonces, que todo beneficiario de pensión es también heredero del causante, pero los herederos no necesariamente son beneficiarios de pensión.        

Cabe reiterar, como quedó visto en precedencia, que distintos instrumentos de derecho internacional, entre ellos, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1988
 abogan, en primer lugar, porque toda persona tienen derecho a la seguridad social y, en segundo lugar, que frente a la muerte del titular del derecho, la prestación debe ser trasmitida “a sus dependientes.”.  

En este mismo sentido, resulta pertinente manifestar que la Organización Internacional del Trabajo no ha sido ajena a los estándares fijados por el derecho internacional, y en tal sentido el Convenio 128
 “sobre las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivencia” sostiene en sus artículos 20 a 25 que: i) “se deberán garantizar a las personas protegidas la concesión de la prestación de sobreviviente” y ii) que la “contingencia cubierta deberá comprender la pérdida de los medios de subsistencia sufrida por la viuda o hijos como consecuencia de la muerte del sostén de familia.”.  

Ahora bien, en lo que corresponde al Sistema de Seguridad Social en Pensiones de la Ley 100 de 1993, debe decirse que su artículo 46 estableció los requisitos para el reconocimiento de la prestación pensional por sobrevivencia, exigiendo que el afiliado al sistema hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas al momento de su muerte o que, habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas dentro del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte. 
Así se observaba en el texto original de la citada norma:

“Artículo 46. Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes:
 
1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez, o invalidez por riesgo común, que fallezca.
 
2.  Los miembros del grupo familiar del afiliado que fallezca, siempre que éste hubiere cumplido alguno de los siguientes requisitos:
 
a) Que el afiliado se encuentre cotizando al sistema y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas al momento de la muerte, y
 
b) Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca la muerte.
Parágrafo. Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente artículo se tendrá en cuenta lo dispuesto en los parágrafos del artículo 33 de la presente ley. (…).”.

No obstante lo anterior, el legislador mediante la Ley 797 de 2003, introdujo una modificación sustancial en lo que se refería a los requisitos exigidos por la Ley 100 de 1993 para el reconocimiento de la pensión de sobreviviente. En efecto, el artículo 12 de la citada Ley 797 de 2003 aumentó los requisitos que tradicionalmente se habían exigido para su reconocimiento al requerir que el afiliado al sistema hubiere cotizado por lo menos cincuenta (50) semanas, dentro de los tres años anteriores a su fallecimiento y, adicionalmente, que cumpliera con un requisito de fidelidad al sistema, dependiendo de la causa de la muerte.

Al respecto, estableció el artículo 12 de la Ley 797 de 2003 que si la muerte del afiliado tenía origen en enfermedad, con posterioridad al haber cumplido 20 años de edad,  debía haber cotizado el 25% del tiempo transcurrido, entre el momento en que alcanzó la citada edad y la fecha de su fallecimiento, así mismo en caso de que la muerte del afiliado se hubiera registrado por causa de accidente, si era mayor de 20 años de edad, debía haber cotizado el 20% del tiempo trascurrido entre el momento en que cumplió 20 años de edad y el momento de la muerte. 

Para mayor ilustración se transcribe el artículo 12 ibídem:

“Artículo 12. El artículo 46 de la Ley 100 de 1993 quedará así: Requisitos para obtener la pensión de sobrevivientes. Tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes:
 
1. Los miembros del grupo familiar del pensionado por vejez o invalidez por riesgo común que fallezca y,
 
2. Los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años inmediatamente anteriores al fallecimiento y se acrediten las siguientes condiciones:
 
a) Muerte causada por enfermedad: si es mayor de 20 años de edad, haya cotizado el veinticinco por ciento (25%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte años de edad y la fecha del fallecimiento;
 
b) Muerte causada por accidente: si es mayor de 20 años de edad, haya cotizado el veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte años de edad y la fecha del fallecimiento.
 
Parágrafo 1°. Cuando un afiliado haya cotizado el número de semanas mínimo requerido en el régimen de prima en tiempo anterior a su fallecimiento, sin que haya tramitado o recibido una indemnización sustitutiva de la pensión de vejez o la devolución de saldos de que trata el artículo 66 de esta ley, los beneficiarios a que se refiere el numeral 2 de este artículo tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes, en los términos de esta ley. (…).”.

La Corte Constitucional mediante sentencia C-556 de 20 de agosto de 2009. M.P. Nilson Pinilla Pinilla declaró la inexequibilidad de los literales a y b de la norma transcrita al considerar que tal exigencia violaba la prohibición de no regresividad, en materia de seguridad social, en la medida en que se establecía un requisito más riguroso para acceder al reconocimiento y pago de una pensión de sobreviviente, el cual vale la pena decir constituía un obstáculo para que quienes aspiraban a ser beneficiarios de la citada prestación pudieran alcanzar su reconocimiento.   

En este sentido se expresó la Corte:

“(…) Actualmente, el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que modificó la norma original, exige que el afiliado fallecido hubiera cotizado cincuenta semanas dentro de los tres últimos años (los inmediatamente anteriores al fallecimiento) y que se acrediten los requisitos contemplados en los literales a) y b) de dicho artículo 12 acusado, donde se requiere, para que los beneficiarios tengan derecho, que los afiliados demuestren una fidelidad de cotización para con el sistema de al menos el 20% del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte años de edad y la fecha del fallecimiento. 

Es decir, la exigencia de fidelidad de cotización, que no estaba prevista en la Ley 100 de 1993, es una medida regresiva en materia de seguridad social, puesto que la modificación establece un requisito más riguroso para acceder a la pensión de sobrevivientes, desconociendo la naturaleza de esta prestación, la cual no debe estar cimentada en la acumulación de un capital, sino que por el contrario, encuentra su fundamento en el cubrimiento que del riesgo de fallecimiento del afiliado se está haciendo a sus beneficiarios.

 

Ciertamente, en materia de configuración legislativa en torno a la seguridad social, la carta le reconoce al legislador un amplio margen de configuración, al sostener en el artículo 48 que la seguridad social deberá prestarse con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, “en los términos que establezca la Ley”, otorgando así una competencia específica al legislador y reconociéndole un amplio margen de libertad de configuración para regular la materia. No obstante, es obvio que la libertad de configuración legislativa en ese campo no es absoluta, sino que, por el contrario, encuentra límites sustanciales que delimitan su actuación en aras de proteger los principios básicos del Estado Social de Derecho, de suerte que se le impone un superior grado de responsabilidad social y política.

 

Por tanto, la previsión de establecer un mínimo de cotización, así como una serie de porcentajes y sumas que cubren el riesgo de muerte, debe reportar un beneficio progresivo que favorezca a la colectividad. Específicamente en este caso, lo que se busca es que las contingencias de quien fallece, no repercutan aún de mayor manera contra quienes se encuentran en grave situación involuntaria de necesidad y requieren un trato protector, que les permita continuar con una pervivencia digna.

 

En este caso, se aumentó el número de semanas cotizadas y se estableció un nuevo requisito de fidelidad al sistema, esto es, una cotización con una densidad del 20% y del 25% del tiempo transcurrido entre los extremos que la ley señala, desconociendo que esa exigencia no puede ser cumplida en igualdad de condiciones; por ejemplo, si una persona al fallecer por enfermedad tiene 40 años de edad, debe contar con un mínimo de 5 años de cotizaciones, que correspondería al 25% del tiempo cotizado, el cual se ve incrementado en la medida que pasen los años, pues siguiendo el mismo ejemplo si el afiliado al fallecer cuenta ya no con 40 sino con 60 años de edad, el requisito correspondiente al 25% del tiempo, ascendería a 10 años de cotizaciones.

 

Así mismo, tratándose de muerte accidental, si una persona al fallecer tiene 40 años, el requisito del 20% correspondería a 4 años de fidelidad al sistema; si contara con 60 años, el requerimiento sería de 8 años de cotizaciones. Es decir, las nuevas condiciones implican una regresividad que no tiene justificación razonable; por el contrario, constituyen un obstáculo creciente, que aleja la posibilidad de acceder a la pensión de sobrevivientes. 

(…).”.

Bajo estos supuestos, queda visto que el requisito de fidelidad exigido por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que modifica en lo pertinente la Ley 100 de 1993, desapareció del ordenamiento jurídico en tanto su aplicación constituía un verdadero obstáculo para que los beneficiarios de los afiliados al sistema que fallecieran pudieran disfrutar de una pensión de sobreviviente, en la medida en que el sólo transcurrir del tiempo daría lugar a una mayor exigencia en tiempo de cotización.

De otra parte, en lo que se refiere a los beneficiarios de la pensión de sobreviviente, la Sala no pasa por alto que este aspecto ya fue parcialmente abordado en el acápite de esta providencia dedicado a la causal de revisión prevista en el numeral tercero del artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984. Sin embargo, en este punto, resulta necesario volver sobre el mismo a través de un estudio más detenido y profundo dadas sus implicaciones en las resultas del caso concreto.  

Al respecto, debe recordarse que, el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 estableció tres grupos de beneficiarios de la prestación pensional por sobrevivencia “que, funcionan bajo la misma dinámica de los órdenes sucesorales, es decir, que mientras haya algún beneficiario de cada orden no puede pasarse a los órdenes siguientes.”. 

Así las cosas, y en los términos del artículo 47 ibídem el primer grupo lo integran el cónyuge; compañera o compañero permanente y/o los hijos con derecho. En relación con los hijos, la referida norma dispone que son beneficiarios de esta prestación pensional quienes no hayan alcanzado la mayoría de edad o habiendo cumplido 18 años se encuentren incapacitados para trabajar por razones de estudio, esto, hasta los 25 años o, en el evento, que se encontraran en estado de invalidez.    

Por su parte, el segundo grupo está conformado por los padres con  derecho, éstos pueden acceder a la pensión solamente a falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho. 

Y, finalmente, el tercer grupo lo conforman los hermanos con derecho quienes sólo podrán acceder a la prestación pensional en ausencia de los miembros de los grupos anteriores.

Cabe advertir que, la Ley 797 de 2003 introdujo algunas modificaciones en lo que respecta a los beneficiarios de la pensión de sobreviviente. Así se observa en el texto modificado del artículo 47 de la ley 100 de 1993:

“ARTÍCULO 47. BENEFICIARIOS DE LA PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES. <Expresiones "compañera o compañero permanente" y "compañero o compañera permanente" en letra itálica CONDICIONALMENTE exequibles> sentencia C-1094-2003.

<Artículo modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003. El nuevo texto es el siguiente:> Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes:

a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su muerte;

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos de 30 años de edad, y no haya procreado hijos con este. La pensión temporal se pagará mientras el beneficiario viva y tendrá una duración máxima de 20 años. En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema para obtener su propia pensión, con cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el literal a).

Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera permanente, con sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir parte de la pensión de que tratan los literales a) y b) del presente artículo, dicha pensión se dividirá entre ellos (as) en proporción al tiempo de convivencia con el fallecido.

<Aparte subrayado CONDICIONALMENTE exequible sentencia C-1035-2008> En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes del fallecimiento del causante entre un cónyuge y una compañera o compañero permanente, la beneficiaria o el beneficiario de la pensión de sobreviviente será la esposa o el esposo. Si no existe convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay una separación de hecho, la compañera o compañero permanente podrá reclamar una cuota parte de lo correspondiente al literal a en un porcentaje proporcional al tiempo convivido con el causante siempre y cuando haya sido superior a los últimos cinco años antes del fallecimiento del causante. La otra cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal vigente;

c) <Aparte tachado INEXEQUIBLE sentencias C1094 DE 2003 y C-451 DE 2005> Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte, siempre y cuando acrediten debidamente su condición de estudiantes y cumplan con el mínimo de condiciones académicas que establezca el Gobierno; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, esto es, que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez. Para determinar cuándo hay invalidez se aplicará el criterio previsto por el artículo 38 de la Ley 100 de 1993;

d) <Aparte tachado INEXEQUIBLE sentencia C-111 de 2006> A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de forma total y absoluta de este;

e) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de éste.

PARÁGRAFO. Para efectos de este artículo se requerirá que el vínculo entre el padre, el hijo o el hermano inválido sea el establecido en el Código Civil.”.

Entre las modificaciones antes señaladas se destacan, en relación con el cónyuge, compañero o compañera permanente, las siguientes:

1. Si a la fecha de fallecimiento del causante el cónyuge o compañero o compañera permanente tiene más de 30 años de edad, la pensión se le concederá en forma vitalicia. Si es menor de esa edad y no ha procreado hijos con el causante, la pensión será temporal: se concede por 20 años y de esa pensión se descuenta la cotización para su propia pensión. 

2. En caso de muerte del pensionado, se requiere además que el cónyuge o compañera o compañero permanente acredite que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y que haya convivido con el fallecido no menos de cinco años continuos con anterioridad a su muerte.

3. En principio si hay cónyuge y no hay compañero o compañera permanente la pensión corresponderá al cónyuge. Si no hay cónyuge pero hay compañera o compañero permanente, la pensión corresponderá a éstos últimos. La ley contempla expresamente el caso de convivencia simultánea entre cónyuge y una compañera o compañero permanente; caso en el cual el beneficiario de la pensión de sobreviviente será la esposa o esposo. La Corte Constitucional
, en sentencia C- 1035 de 2008, al estudiar esta última regla la declaró exequible en forma condicional en el entendido de que además de la esposa o esposo, serán también beneficiarios, la compañera o compañero permanente y que dicha pensión se dividirá entre ellos.    

4.  En el evento en que exista unión conyugal vigente, pero con separación de hecho, y concurra una compañera o compañero permanente, estos últimos podrán reclamar la cuota parte de la pensión causada por el de cujus, siempre que se acredite una convivencia en un lapso igual o superior a 5 años antes de que se registre la muerte.       

Este último supuesto de hecho, fue objeto de pronunciamiento de constitucionalidad a través de la sentencia C- 336 de 2014. M.P. Mauricio González Cuervo, en la que se declaró la exequibilidad del mismo. En esa oportunidad, la Corte Constitucional consideró, en primer lugar, que resultaba innegable el hecho de que el vínculo matrimonial y la unión marital de hecho se consideraban medios autónomos e independientes para constituir familia, pero que las consecuencias jurídicas de ambas figuras no eran idénticas, en tanto que cada una de ellas contaba con una regulación particular y características propias.   

En efecto, sostuvo la Corte que esa regulación particular y/o características propias se trasladaban al campo propio de los efectos jurídicos de la sociedad patrimonial (propia de la unión marital de hecho) y la sociedad conyugal (originada en el vínculo matrimonial) ello para destacar que, tratándose de esta última la misma podía verse afectada por la separación de cuerpos de los cónyuges. 

Explicó la sentencia en cita que, la separación de cuerpos entrañaba la suspensión de la vida común de los cónyuges, pudiendo ser: i) declarada en sede judicial al alegarse alguna de las causales de divorcio por uno de los cónyuges o por el mutuo consentimiento de estos, o ii) verificada de hecho, esto, cuando se rompe la convivencia conyugal, de mutuo acuerdo o por voluntad uno de los cónyuges, sin que se requiera una declaración judicial.          
En estos términos, se precisó que de conformidad con lo dispuesto en el Código Civil colombiano la separación judicial de cuerpos, por regla general, da lugar a la disolución de la sociedad conyugal, salvo que los cónyuges consientan mantenerla vigente. Al contrario, la de la separación de cuerpos de hecho, per se, no da lugar a la disolución de la referida sociedad.  

Así las cosas, concluyó la Corte que, teniendo en cuenta que el inciso final del literal b, del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 hacía referencia a la “separación de hecho” resultaba indispensable señalar, para efectos de resolver el problema jurídico planteado en la demanda de constitucionalidad, que la separación de hecho como había quedado visto no afectaba los haberes del vínculo matrimonial existente entre el causante y su cónyuge supérstite dentro de los que se encontraba el derecho prestacional a la pensión de sobreviviente.       

En otras palabras, se explicó que la existencia de una sociedad conyugal vigente trascendía al plano patrimonial de los cónyuges, lo que impedía legalmente la configuración, a posteriori, de una sociedad patrimonial. Sin embargo, estimó la Corte que era necesario equilibrar la tensión que surgía entre el último compañero o compañera permanente y el cónyuge, con el que se mantenía vigente un vínculo jurídico, razón por la cual, en aras de proteger y reconocer el tiempo de convivencia y apoyo mutuo acreditado por el compañero o compañera permanente, el legislador le otorgó el beneficio de una cuota parte frente a la prestación pensional por sobrevivencia causada con la muerte del de cujus.        

En consideración a lo expuesto, y para mayor ilustración se trascriben algunos apartes de la providencia en cita:

“(…) III. CONCLUSIONES. 

1. Síntesis del Caso. 

1.1. Mediante acción pública de inconstitucionalidad, el ciudadano Carlos Alberto Chamat Duque Pineda solicitó la inexequibilidad de la expresión “La otra cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal vigente” contenida en el inciso final del literal b) del artículo 13 de Ley 797 de 2003, al considerar que la ley no puede otorgar un trato igualitario a quien no reúne los supuestos fácticos para ello, vulnerando el artículo 13 de la Constitución. 

1.2. La jurisprudencia de la Corte ha reconocido que los efectos jurídicos de la unión marital del hecho son diferentes a los del matrimonio, por ende son instituciones jurídicas disímiles y no necesariamente equiparables. 

1.3. La separación de hecho suspende los efectos de la convivencia y apoyo mutuo, más no los de la sociedad patrimonial conformada entre los cónyuges. Por lo cual, no nace a la vida jurídica la sociedad patrimonial de hecho entre compañeros permanentes, cuando uno de éstos mantiene en vigor la sociedad patrimonial del matrimonio. 

1.4. El Legislador dentro del marco de su competencia, en desarrollo del derecho a la seguridad social en pensiones, puede regular lo referente a los beneficiarios de la pensión de sobrevivientes. En ese orden de ideas, en el caso de la convivencia no simultánea entre el cónyuge con separación de hecho y con sociedad conyugal vigente y el último compañero permanente, ponderó los criterios de la sociedad patrimonial existente entre los consortes y la convivencia efectiva consolida con antelación al inicio de la unión marital de hecho, mediante la asignación de una cuota parte de la pensión. 

1.5.  Al analizar el aparte acusado a la luz de los presupuestos del juicio de igualdad, se pudo constatar que los sujetos en comparación -cónyuge con separación de hecho y con sociedad conyugal vigente y el último compañero permanente- pertenecen a grupos diferentes y por ello la norma demandada no otorga un trato diferente a quien es diferente, en tanto que ambas figuras no son necesariamente equiparables. 

2. Razón de la Decisión.

No puede predicarse una discriminación de trato por parte de la ley cuando los grupos sujetos de comparación no pertenecen a la misma categoría jurídica o no son asimilables. En ese sentido, el legislador en los eventos de convivencia no simultánea no discriminó al compañero o compañera supérstite al incluir como beneficiario de la pensión de sobrevivientes al cónyuge con sociedad conyugal vigente y separación de hecho, sino que en reconocimiento del tiempo de convivencia acreditado por este último se le faculta como beneficiario de la prestación económica.”. 

Hechas las anteriores precisiones, la Sala entrará a resolver el caso concreto, bajo las siguientes consideraciones.   

3.4. Del caso concreto 

A través de Resolución No. 03993 de 19 de marzo de 2002 la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, le negó el reconocimiento y pago de una prestación pensional de sobrevivencia a la señora Dolores Narváez de Amaguaña en su condición de cónyuge supérstite del señor Adonias Amaguaña Pazcuaza.

Así se lee en la parte motiva de la referida Resolución No. 03993 de 2002:   

“ (…) Que de conformidad con lo expuesto esta Entidad considera procedente negar la solicitud de pensión de sobreviviente elevada por la señora Narváez de Amagueña (sic) Dolores ya identificada, en razón a que con base en la documentación obrante en el expediente no se demuestra que estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos desde el momento en que éste cumplió con los requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o invalidez, y hasta su muerte, conforme a lo establecido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993. (…).”.      

Teniendo en cuenta lo expuesto, la señora Dolores Narváez de Amaguaña, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, solicitó ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca la nulidad del acto administrativo proferido por la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, le había negado el pretendido derecho prestacional. 

En consonancia con lo anterior, el referido Tribunal a través de sentencia de 20 de mayo de 2005 declaró la nulidad de la Resolución No. 03993 de 2002 y, en consecuencia, ordenó el reconocimiento y pago de una prestación de sobreviviente a favor de la señora Narváez de Amaguaña, argumentado que, en el caso concreto, se encontraba vigente el vínculo matrimonial entre la accionante y el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza, sin que existiera probada causal de pérdida del derecho a la sustitución pensional.  

En estos términos, estima la Sala que la decisión del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca resulta acertada en cuanto sostuvo que el vínculo matrimonial existente entre los señores Dolores Narváez de Amaguaña y Adonias Amaguaña Pazcuaza se mantuvo vigente incluso al momento de la muerte de este último lo que, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso final del literal b, del artículo 47 de la Ley 100 de 1993 y la doctrina de la Corte Constitucional le confería el derecho como sustituta de la pensión de sobreviviente causada en el caso concreto.       

Lo anterior, dado que la separación de cuerpos de hecho verificada entre los señores Dolores Narváez de Amaguaña y Adonias Amaguaña Pazcuaza no tenía el alcance legal suficiente para disolver la sociedad conyugal existente entre estos desde el mismo momento en que contrajeron nupcias. En tal sentido, no se advierte dentro del expediente indicio o plena prueba que sugiera que en vida el señor Amaguaña Pazcuaza y la señora Narváez de Amaguaña hayan acordado disolver la referida sociedad en los términos permitidos por la ley.     

Por tal motivo, a la fecha en que se registró la muerte del causante se encontraba vigente la referida sociedad patrimonial lo que, se repite por ministerio de la ley, le confería el derecho a la señora Dolores Narváez de Amaguaña a disfrutar de la prestación pensional por sobrevivencia causada, teniendo en cuenta que para ese momento nadie más concurría al caso concreto con igual derecho.      

Sin embargo, tal y como quedó probado en esta misma providencia, el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza con posterioridad, a su separación de hecho, convivió con la señora Celmira Valencia con quien procreó 8 hijos entre ellos el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia quien, como también quedó probado en precedencia, padece un estado de invalidez que trajo consigo la pérdida del 81.30% de su capacidad psicofísica.    

Así las cosas, el señor Amaguaña Valencia solicitó a la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, por intermedio de sus familiares más cercanos el reconocimiento de la prestación pensional de sobreviviente causada con la muerte de su padre. Empero, la referida Caja de Previsión en múltiples ocasiones le negó dicha petición, con el argumento de que su estado de invalidez se estructuró con posterioridad a la muerte del causante.
    

En este punto, advierte la Sala que el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 también establece dentro del primer orden como beneficiarios de la prestación pensional por sobrevivencia a los hijos del causante incluso cuando habiendo alcanzado la edad de 25 años en estos padezcan un estado de invalidez probado.

Así las cosas, para la Sala no hay duda de que el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia en su condición de hijo del señor Adonias Amaguaña Pazcuaza, al experimentar un estado de invalidez igual al 81.30% de su capacidad psicofísica tiene derecho, al igual que la señora Dolores Narváez de Amaguaña, a disfrutar de la prestación pensional causada con la muerte de su padre.             

En este punto, estima la Sala pertinente precisar que contrario a lo expresado por la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, en las Resoluciones Nos. 24926 de 27 de octubre de 2000 y 015077 de 7 de junio de 2001, el estado de invalidez que padece el señor Amaguaña Valencia no se estructuró con posterioridad a la fecha de la muerte del causante. Por el contrario, está debidamente acreditado, en el caso concreto, con fundamento en el dictamen médico legal emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca que su estado de invalidez se estructuró el 1 de marzo de 1994, esto es, 5 años antes del fallecimiento del señor Adonias Amaguaña Pazcuaza, 26 de noviembre de 1999
.  
Bajo estos supuestos, en el caso concreto, la Sala advierte una concurrencia de derechos frente a la prestación pensional por sobrevivencia causada con la muerte del señor Amaguaña Pazcuaza. Lo anterior, dado que con su cónyuge supérstite mantuvo vigente su sociedad conyugal incluso al momento de su muerte y, frente al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, además de existir un parentesco en primer grado de consanguinidad, se verificaba una relación de dependencia económica absoluta en razón a su estado de invalidez diagnosticado.       
Al respecto, no hay justificación válida para negarle al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia la cuota parte pensional que le corresponde, en su condición del hijo del causante, si se tiene en cuenta su actual y avanzado estado de invalidez. En estos términos, a juicio de la Sala de lo que se trata es de hacer efectiva la finalidad de la prestación pensional de sobrevivencia al amparar las contingencias derivadas con la muerte del Adonias Amaguaña Pazcuaza teniendo en cuenta la imposibilidad física y mental en que se encuentra el señor Amaguaña Valencia para generarse su sustento propio.      

Por estas razones, bajo la orientación de los valores y principios de justicia, equidad e igualdad, y reiterando que la finalidad de la sustitución pensional es la de evitar que las personas que forman parte de la familia y que dependen patrimonialmente del causante puedan quedar en situación de desamparo y abandono económico, en el caso concreto, habiéndose acreditado los supuestos de hecho previstos en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 la Sala estima procedente reconocer el 50% de la prestación pensional de sobreviviente causada por el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza a su hijo el señor Ramón Darío Amaguaña Valencia y que el restante 50% siga siendo disfrutado por la señora Dolores Narváez de Amaguaña en su condición de cónyuge supérstite.    
En lo que corresponde a la fecha a partir de la cual se debe reconocer la parte pensional al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, la Sala dirá que en casos similares al presente el referido reconocimiento se ha ordenado desde la ejecutoria de la providencia que así lo disponga, esto, con el fin de evitar un doble pago - por una misma prestación pensional – y en atención a la falta de actividad o desidia de quienes solicitan tardíamente su reconocimiento. 

No obstante lo anterior, en esta ocasión, la Sala advierte en el caso del señor Amaguaña Valencia dos situaciones particulares que deben considerarse al momento de establecer la fecha a partir de la cual se hará el reconocimiento pensional, a saber: i) el hecho de que no se le hubiera vinculado al proceso ordinario adelantando por la señora Dolores Narváez en el que se sustituyó inicialmente la prestación pensional causada por su padre y ii) su estado de invalidez debidamente probado.

Bajo estas consideraciones, en el caso concreto al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia debe reconocérsele el 50% de la prestación pensional en comento a partir del día siguiente a la fecha en que se registró la muerte de su padre [26 de noviembre de 1999]
, esto, en consideración a las circunstancias especiales antes anotadas y al hecho concreto de que por intermedio de su hermana el señor Amaguaña Valencia manifestó en sede administrativa su interés permanente de acceder a la sustitución de la prestación pensional causada por su padre.       

Teniendo en cuenta lo anterior, la Sala considera que en el caso concreto no hay lugar a declarar la prescripción sobre las mesadas pensionales del señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, lo anterior toda vez que entre la muerte de su padre [26 de noviembre de 1999] y la solicitud en sede administrativa tendiente a obtener la sustitución pensional [3 de marzo de 2000]
 no transcurrieron más de 3 años. 

Las sumas que se reconozcan a favor de la parte demandante serán ajustadas en los términos del artículo 178 del C.C.A., dando aplicación a la siguiente fórmula: 

R=  R.H INDICE FINAL

               INDICE INICIAL 

En la que el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (R.H), que es lo dejado de percibir por la parte demandante por concepto de la pensión de sobrevivientes hasta la fecha de ejecutoria de esta sentencia, por el guarismo que resulte de dividir el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE, vigente en la fecha de ejecutoria de esta providencia, por el índice vigente en la fecha en que se causaron las sumas adeudadas, teniendo en cuenta los aumentos o reajustes producidos o decretados durante dicho período.

Así mismo debe precisarse que, en virtud a la decisión adoptada en esta providencia no habrá lugar a que la señora Dolores Narváez de Amaguaña reintegre cuota parte alguna de lo ya percibido por concepto de pensión de sobreviviente, teniendo en cuenta que la totalidad de las mesadas reconocidas a la fecha de ejecutoria de esta sentencia lo fueron de buena fe
.    

En estos términos, la Sala declarará la prosperidad del presente recurso extraordinario de revisión y, en consecuencia, procederá a infirmar la sentencia 20 de mayo de 2005 proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, con el fin de proferir una nueva decisión en la que, como quedó visto, se ordenará que la prestación pensional causada por el señor Adonias Amaguaña Pazcuaza también será reconocida, en un 50%, al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia, teniendo en cuenta su condición de invalidez.    

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A

Primero. Declarar la prosperidad del recurso extraordinario de revisión interpuesto por la señora Amanda Amaguaña Valencia en representación de su hermano Ramón Darío Amaguaña Valencia, contra la sentencia de 20 de mayo de 2005 proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. En consecuencia.     

Segundo. Infirmar la sentencia de 20 de mayo de 2005 proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca. En su reemplazo se profiere la sentencia de instancia, así:

“Declarar la nulidad de las Resoluciones Nos. 24926 de 27 de octubre de 2000 y 015077 de 7 de junio de 2001 por medio de las cuales la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, respectivamente le negó al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia el reconocimiento y pago de una prestación de sobreviviente. Como consecuencia de lo anterior, 
Ordenar a la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales, UGPP, reconocerle y pagar al señor Ramón Darío Amaguaña Valencia el 50% de la prestación pensional de sobrevivencia causada por su padre, a partir del día siguiente a la fecha en que se registró el fallecimiento de éste, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. El restante 50% de la referida prestación seguirá siendo reconocida a la señora Dolores Narváez de Amaguaña. 

La anterior decisión no dará lugar a que la señora Dolores Narváez de Amaguaña reintegre cuota parte alguna de lo ya percibido por concepto de pensión de sobreviviente, teniendo en cuenta que la totalidad de las mesadas reconocidas a la fecha de ejecutoria de esta sentencia lo fueron de buena fe.         

El cumplimiento de esta providencia se hará con arreglo a lo ordenado en los artículos 176 y siguientes del Código Contencioso Administrativo, Decreto 01 de 1984. 
Ejecutoriada esta providencia sin necesidad de desglose, devuélvase al interesado la caución prestada.

Tercero. Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen y cúmplase.

Esta providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha.

CÉSAR PALOMINO CORTÉS                                          CARMELO PERDOMO CUÉTER
                                 SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ
Relatoria JORM
� Con fundamento en las disposiciones vigentes al momento de haberse formulado el presente recurso, esto es, Decreto Ley 01 de 1984 y la Ley 446 de 1998.  


� Disposiciones vigentes al momento de formularse el presente recurso extraordinario de revisión.     





� Cf. Corte Constitucional, sentencias C-418 de 1994 y C-247 de 1997, M. P. Jorge Arango Mejía y José Gregorio Hernández Galindo, respectivamente, y Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 31 de enero de 1977, Actor: Hotel Americano Ltda., M.P. Humberto Murcia Ballén.


� Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 27 de abril de 2004, Rev. 194, C. P. doctora María Inés Ortiz Barbosa.


� Cf. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de 31 de enero de 1997, M.P. doctor Humberto Murcia Ballén y Hernando Morales Molina, Curso de Derecho Procesal Civil. Parte General, Bogotá, Editorial ABC, 1991, págs. 685 y 686.


� Disposiciones vigentes al momento de formularse el presente recurso extraordinario de revisión.     


� Cita original: BETANCUR JARAMILLO, Carlos. Derecho Procesal Administrativo. Señal editora. 7ª Ed. 2009. 


� Para la doctrina, “[p]or derecho subjetivo, en su sentido más estricto, se entiende generalmente ‘el poder reconocido a un sujeto por medio de una norma legal, para la persecución de intereses propios mediante la exigencia a otro de hacer, permitir o omitir algo’” (MAURER, citado por ARANGO RIVADENEIRA, Rodolfo. El concepto de derechos sociales fundamentales. 2 ed. Bogotá: Legis, 2012. p. 8); por tanto, este se caracteriza por “una norma jurídica (M1), una obligación jurídica (M2) y una posición jurídica (M3)” (Ibíd.). En otros términos, “existe un derecho subjetivo cuando el ordenamiento reconoce una situación subjetiva asumida como ventajosa y valorada como legítima, y tal situación es exigible frente a otros sujetos de derecho; en otras palabras, cuando hay una norma jurídica que otorga facultades ejercitables judicialmente por un sujeto para obligar a alguien a cumplir un acto (acción u omisión) que favorece al primero” (CHICHILLA HERRERA, Tulio. ¿Qué son y cuáles son los derechos fundamentales? 2 ed. Bogotá: Temis, 2009. p. 48). 


� Ver sentencia de 2 de octubre de 2014. Rad. 0964-2012. M.P. Gerardo Arenas Monsalve. 


� Ver folios 18 a 20, cuaderno No.1 del expediente. 


� “ARTICULO. 38.-Estado de invalidez. Para los efectos del presente capítulo se considera inválida la persona que por cualquier causa de origen no profesional, no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o más de su capacidad laboral.”.


� Ver sentencia T- 533 de 1992. 


� “ARTICULO    48.  � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=17236" \l "0" �Adicionado por el Acto Legislativo 01 de 2005� 


Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social.


El Estado, con la participación de los particulares, ampliará progresivamente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la Ley.


La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de conformidad con la ley. No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines diferentes a ella.


La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante. (…).”.





� “ARTICULO.  3º- Del derecho a la seguridad social. El Estado garantiza a todos los habitantes del territorio nacional, el derecho irrenunciable a la seguridad social.


Este servicio será prestado por el sistema de seguridad social integral, en orden a la ampliación progresiva de la cobertura a todos los sectores de la población, en los términos establecidos por la presente ley.”.


� “ARTICULO. 4º- Del servicio público de seguridad social. La seguridad social es un servicio público obligatorio, cuya dirección, coordinación y control está a cargo del Estado y que será prestado por las entidades públicas o privadas en los términos y condiciones establecidos en la presente ley.


Este servicio público es esencial en lo relacionado con el sistema general de seguridad social en salud. Con respecto al sistema general de pensiones es esencial sólo en aquellas actividades directamente vinculadas con el reconocimiento y pago de las pensiones.”.





� Ver sentencias de 21 de noviembre de 2013. Rad. 2061-2013. M y 10 de julio de 2014. Rad. 2713-2013 M.P. Gerardo Arenas Monsalve


� Artículo 9 ibídem.  


� Si bien este instrumento no ha sido ratificado por Colombia, el mismo ofrece un criterio orientador de como el contexto internacional justifica la existencia de la una prestación pensional pro sobrevivencia.  


� La anterior tesis fue reiterada, recientemente, en sentencia T-018 de 27 de enero de 2014. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.    


� Al respecto pueden verse las Resoluciones Nos. 24926 de 27 de octubre de 2000 y 015077 de 7 de junio de 2001 (fls. 6 a 12, cuaderno No.1 del expediente). 


� Ver certificado de defunción visible a folio 13 del cuaderno No. 2 del expediente. 


� Ver folio 86 del cuaderno núm. 3 del expediente. 


� Ver folio 113 del cuaderno núm. 3 del expediente. 


� “ARTÍCULO  136.  Caducidad de las acciones. (…)


2. La de restablecimiento del derecho caducará al cabo de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del acto, según el caso. Sin embargo, los actos que reconozcan prestaciones periódicas podrán demandarse en cualquier tiempo por la administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe. (…).”.








